
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO 

ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) Diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación Nº 595 
  

Medio de Control: Reparación directa  

Demandante: Lucero Franco Franco 

Demandado: Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial – Fiscalía General de la Nación 

Radicado No: 76001-33-33-008-2018-00001-01 

Asunto: Obedézcase y cúmplase 

 
CONSIDERACIONES 

 
Surtido el recurso en alzada ante el Honorable Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, 
mediante sentencia de segunda instancia del 01 de junio de 2022 bajo la ponencia de la 
Magistrada Zoranny Castillo Otálora, fue CONFIRMADA la sentencia No. 71 del 29 de mayo 
de 2020 proferida por este Juzgado; razón por la que hay lugar a obedecer y cumplir lo signado 
por el superior. 
 
En consecuencia, este Despacho; 
 

RESUELVE: 
 
OBEDECER y CUMPLIR lo dispuesto por el H. Tribunal Contencioso Administrativo del Valle 
del Cauca en la providencia reseñada. 

 
Notifíquese y cúmplase,  
 

 
MÓNICA LONDOÑO FORERO 

Jueza 
 
  



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO DE CALI  
 

Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mi veintidós (2022). 
 
                                                                                                 Auto Interlocutorio No. __758___ 
 
Proceso No.:  76001-33-33-008-2022-00268-00 
Demandante:  Jairo García Moreno 
Demandado: Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Laboral 
Asunto: Impedimento 
 
El señor Jairo García Moreno, a través de apoderado judicial, instaura demanda de nulidad y 
restablecimiento del derecho de carácter laboral, contra la Nación – Rama Judicial – Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial, con el fin de que se declare la nulidad de los siguientes actos 
administrativos:   

 
➢ Resolución No. DESAJCLR22-2535 del 19 de agosto de 2022, expedida por la Directora 

Ejecutiva Seccional de Administración Judicial del Valle del Cauca. 
 

➢ Resolución No. RH-5625 del 7 de octubre de 2022, expedida por el director de la Unidad de 
Recursos Humanos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 

 
A título de restablecimiento del derecho, solicita se ordene reconocer que la bonificación judicial que 
se encuentra contenida en el Decreto No. 0383 de 2013, es constitutiva de factor salarial para liquidar 
todas las prestaciones sociales devengadas, y de igual manera, se pague el producto de la 
reliquidación de todas sus prestaciones sociales debidamente indexadas. 
 

CONSIDERACIONES 
 
Revisada las pretensiones de la demanda, se evidencia que, la bonificación judicial que se pretende 
sea objeto de reliquidación y naturaleza salarial, es percibida por esta Administradora de Justicia, en 
las mismas condiciones de la parte actora, atendiendo lo dispuesto en el Decreto No. 0383 de 2013, 
el cual en su artículo 1° reza:  
 

“Artículo 1o. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les 
aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos números 57 y 110 de 1993, 106 de 
1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto número 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá 
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud (…)” 

 

Bajo esa perspectiva, es claro que, puede pensarse que podría existir un interés indirecto de la 
suscrita Funcionaria Judicial como beneficiaria del mismo emolumento; máxime que, actualmente se 
encuentra en curso una reclamación administrativa presentada con las mismas pretensiones objeto 
de la demanda de la referencia. 
 

Por lo expuesto y con el fin de dar cumplimiento a las disposiciones que exigen se garantice la 
adecuada imparcialidad en los procedimientos jurisdiccionales, me declaro impedida para conocer del 
presente asunto, por estar inmersa en la causal prevista de recusación señalada en el numeral 1º del 
artículo 141 del CGP, por remisión del artículo 130 del CPACA, que dispone: 
 

“Artículo 141. Causales de Recusación. Son causales de recusación las siguientes:  
 

1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, segundo de afinidad o interés directo o indirecto en el proceso. (…)”. 

 
Finalmente, dado que la razón de impedimento aquí expresada comprende a los demás Jueces 
Administrativos en razón al régimen salarial y prestacional que nos rige, el Despacho con fundamento 
en el numeral 2 del artículo 131 del CPACA, ordenará remitir el presente asunto al Tribunal 
Administrativo del Valle del Cauca, para que, de aceptarse el impedimento, designe un Conjuez. 
 



Esto último, en atención a que si bien mediante el Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022, 
el Consejo Superior de la Judicatura, creó un Juzgado Administrativo Transitorio para resolver este 
tipo de conflictos, a la fecha no fue prorrogado. 
 
Por lo anterior, el Despacho 

 

RESUELVE 
 

1. Declarar impedida a la Juez Octava Oral Administrativo del Circuito de Cali, para conocer del 
presente asunto y estímese que el mismo comprende a todos los Jueces Administrativos, por las 
razones aquí expuestas. 

 
2. Remitir el presente medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Laboral, al 

Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, por los motivos expuestos de este proveído. 
 
3. Comunicar a la parte actora que el proceso fue enviado a la Corporación en cita. 
 
4. Anotar su salida en el módulo registro de actuaciones de SAMAI. 
 
Notifíquese y Cúmplase, 
 
 
 
MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO DE CALI  
 

Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 
                                                                                                   Auto Interlocutorio No.___759_ 
 
Proceso No.:  76001-33-33-008-2022-00277-00 
Demandante:  Diana Lorena Cardona Miranda 
Demandado: Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Laboral 
Asunto: Impedimento 
 
La señora Diana Lorena Cardona Miranda, a través de apoderado judicial, instaura demanda de 
nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, contra la Nación – Rama Judicial – 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, con el fin de que se declare la nulidad de los 
siguientes actos administrativos:   

 
➢ Resolución No. DESAJCLR22-2531 del 19 de agosto de 2022, expedida por la Directora 

Ejecutiva Seccional de Administración Judicial del Valle del Cauca. 
 

➢ Resolución No. RH-5625 del 7 de octubre de 2022, expedida por el director de la Unidad de 
Recursos Humanos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. 

 
A título de restablecimiento del derecho, solicita se ordene reconocer que la bonificación judicial que 
se encuentra contenida en el Decreto No. 0383 de 2013, es constitutiva de factor salarial para liquidar 
todas las prestaciones sociales devengadas, y de igual manera, se pague el producto de la 
reliquidación de todas sus prestaciones sociales debidamente indexadas. 
 

CONSIDERACIONES 
 
Revisada las pretensiones de la demanda, se evidencia que, la bonificación judicial que se pretende 
sea objeto de reliquidación y naturaleza salarial, es percibida por esta Administradora de Justicia, en 
las mismas condiciones de la parte actora, atendiendo lo dispuesto en el Decreto No. 0383 de 2013, 
el cual en su artículo 1° reza:  
 

“Artículo 1o. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar a quienes se les 
aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos números 57 y 110 de 1993, 106 de 
1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto número 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá 
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud (…)” 

 

Bajo esa perspectiva, es claro que, puede pensarse que podría existir un interés indirecto de la 
suscrita Funcionaria Judicial como beneficiaria del mismo emolumento; máxime que, actualmente se 
encuentra en curso una reclamación administrativa presentada con las mismas pretensiones objeto 
de la demanda de la referencia. 
 

Por lo expuesto y con el fin de dar cumplimiento a las disposiciones que exigen se garantice la 
adecuada imparcialidad en los procedimientos jurisdiccionales, me declaro impedida para conocer del 
presente asunto, por estar inmersa en la causal prevista de recusación señalada en el numeral 1º del 
artículo 141 del CGP, por remisión del artículo 130 del CPACA, que dispone: 
 

“Artículo 141. Causales de Recusación. Son causales de recusación las siguientes:  
 

1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, segundo de afinidad o interés directo o indirecto en el proceso. (…)”. 

 
Finalmente, dado que la razón de impedimento aquí expresada comprende a los demás Jueces 
Administrativos en razón al régimen salarial y prestacional que nos rige, el Despacho con fundamento 
en el numeral 2 del artículo 131 del CPACA, ordenará remitir el presente asunto al Tribunal 
Administrativo del Valle del Cauca, para que, de aceptarse el impedimento, designe un Conjuez. 
 



Esto último, en atención a que si bien mediante el Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022, 
el Consejo Superior de la Judicatura, creó un Juzgado Administrativo Transitorio para resolver este 
tipo de conflictos, a la fecha no fue prorrogado. 
 
Por lo anterior, el Despacho 

 

RESUELVE 
 

1. Declarar impedida a la Juez Octava Oral Administrativo del Circuito de Cali, para conocer del 
presente asunto y estímese que el mismo comprende a todos los Jueces Administrativos, por las 
razones aquí expuestas. 

 
2. Remitir el presente medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Laboral, al 

Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, por los motivos expuestos de este proveído. 
 
3. Comunicar a la parte actora que el proceso fue enviado a la Corporación en cita. 
 
4. Anotar su salida en el módulo registro de actuaciones de SAMAI. 
 
Notifíquese y Cúmplase, 
 
 
 
MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO 

ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación Nº _594__ 
  

Medio de Control: Reparación directa  

Demandante: Jhon Edward Tenorio Montaño y otros 

Demandado: Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial – Fiscalía General de la Nación 

Radicado No: 76001-33-33-008-2019-00150-01 

Asunto: Obedézcase y cúmplase 

 
CONSIDERACIONES 

 
Surtido el recurso en alzada ante el Honorable Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, 
mediante sentencia de segunda instancia No. 139 del 13 de julio de 2022 bajo la ponencia de 
la Magistrada Zoranny Castillo Otálora, fue CONFIRMADA la sentencia No. 36 del 24 de marzo 
de 2021 proferida por este Juzgado; razón por la que hay lugar a obedecer y cumplir lo signado 
por el superior. 
 
En consecuencia, este Despacho; 
 

RESUELVE: 
 
OBEDECER y CUMPLIR lo dispuesto por el H. Tribunal Contencioso Administrativo del Valle 
del Cauca en la providencia reseñada. 

 
Notifíquese y cúmplase,  
 

 
MÓNICA LONDOÑO FORERO 

Jueza 
 
  



REPUBLICA DE COLOMBIA  

 
JUZGADO OCTAVO 

 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE CALI 
 

Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
Auto Interlocutorio No. _761 

 
 

Proceso No.:  76001-33-33-008-2022-00208-00 
Demandante:  Gelver Ávila Salazar y otros 
Demandados: Ministerio de Justicia y del Derecho; INPEC; USPEC; Hospital Piloto de Jamundí 
Medio de Control: Reparación Directa 
 
Asunto: Admite Demanda 
 
El señor Gelver Ávila Salazar y otros, en ejercicio del medio de control de Reparación Directa y por 
conducto de apoderada judicial, instauran demanda contra el Ministerio de Justicia y del Derecho; 
INPEC; USPEC; Hospital Piloto de Jamundí., con el fin de que se les declare administrativamente 
responsables y se condenen a pagar los perjuicios inmateriales causados con ocasión de la muerte del 
señor Andrés Ávila Buitrago, ante una presunta deficiente atención médica. 
 

 Problema Jurídico 
 
Se procederá a realizar el estudio respectivo del escrito demandatorio, a fin de establecer si cumple o 
no con los requisitos establecidos en la ley 1437 de 2011 y Ley 2213 de 2022.  
 

 Requisitos formales 
 
Procede el Despacho a resolver sobre la admisibilidad, asumiendo el conocimiento del Medio de Control 
de Reparación Directa en primera instancia por los factores funcional, territorial y de cuantía según lo 
establece el artículo 104 Núm. 1, 155 Núm. 6, 156 Núm. 6 y 157 de la Ley 1437 de 2011, modificado 
por la ley 2080 de 2021; además, fue presentada en término según lo dispuesto en literal i) del Núm. 2 
del artículo 164 ibídem. 
 
En cuanto al requisito de conciliación extrajudicial descrito en el numeral 1 del artículo 161 del CPACA, 
modificado por el artículo 34 de la Ley 2080 de 2021, encuentra el Despacho la Audiencia de 
Conciliación adelantada ante el Ministerio Público, trámite solicitado el 22 de julio de 2022, según 
constancia expedida el 7 de septiembre del año en curso.  
 
Frente a las exigencias establecidas en los artículos 162 de la Ley 1437 de 2011 modificada por la Ley 
2080 de 2021, respecto al escrito de demanda, observa el Despacho que fueron cumplidas por la parte 
actora. 
 
Para efectos de la notificación personal de este proveído a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado, no habrá lugar al envío físico de la demanda, al tenor de lo dispuesto en el inciso final del 
artículo 199 de la Ley 1437 de 2011 modificado por la Ley 2080 de 2021. 
 
Una vez reunidos los requisitos legales establecidos en la Ley 2213 de 2022 y en los artículos 161, 162 
y 166 de la Ley 1437 de 2011, modificada por la Ley 2080 de 2021, el Despacho procederá a la admisión 
de la demanda en los términos del artículo 171 ibidem, en consecuencia, se, 

 
DISPONE 

 

1. Admítase el Medio de Control de Reparación Directa, promovido a través de apoderada judicial, por 
Gelver Ávila Salazar y otros, contra el Ministerio de Justicia y del Derecho; INPEC; USPEC; Hospital 
Piloto de Jamundí. 
 

2. Notifíquese por estado a la parte actora. 
 
3. Notificar Personalmente a los siguientes sujetos procesales:  

http://www.emcolbru.org/img/escudodeColombia.jpg


 
➢ Representante Legal del Ministerio de Justicia y del Derecho o a quien haya delegado la facultad de 

recibir notificaciones. 
 
➢ Representante Legal del INPEC o a quien haya delegado la facultad de recibir notificaciones. 
 
➢ Representante Legal del USPEC o a quien haya delegado la facultad de recibir notificaciones. 
 
➢ Representante Legal del Hospital Piloto de Jamundí o a quien haya delegado la facultad de recibir 

notificaciones. 
 
➢ Agente del Ministerio Público delegado ante este Despacho. 
 
➢ Al Representante de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

 
4. La notificación se surtirá de conformidad con los artículos 197 y 199 del CPACA, éste último modificado 
por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, anexando copia de la presente providencia, comoquiera que la 
demanda y sus anexos ya han sido remitidos por la parte demandante. 
 
5. La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes 
al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación, 
según lo establece el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 
 
6. Conforme lo dispuesto en el artículo 172 del CPACA, correr traslado de la demanda a las partes, por 
el término de treinta (30) días.  
 
7. Con la contestación de la demanda se deberá aportar todas las pruebas que tenga en su poder y 
que pretenda hacer valer dentro del proceso, única y exclusivamente en medio digital remitido al 
siguiente correo electrónico: of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co. Lo anterior con el fin de 
implementar el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones 
judiciales y agilizar el trámite de los procesos judiciales, así como llevar el registro de las actuaciones 
en el Sistema Siglo XXI. 
 
8. De conformidad al artículo 171 numeral 4 del CPACA, sería procedente la estimación de gastos 
ordinarios del proceso, no obstante, como tal previsión lo indica, el Juez los fija cuando hay lugar a ello, 
en razón a lo anterior y dada la notificación de carácter electrónico, no se fijará suma alguna a depositar 
a órdenes de la Rama Judicial, sin perjuicio que el apoderado respectivo asuma la carga procesal que 
le corresponde en cuanto a la tramitación de oficios o requerimientos, de conformidad al inciso último 
del artículo 103 del CPACA y con la previsión del artículo 178 Ibídem. 

 
9. RECONOCER personería a la Doctora Claudia Liliana Cortés Ruíz, identificada con cédula de 
ciudadanía No. 66.847.526 y portadora de la tarjeta profesional No. 214.524 del C.S de la J, como 
apoderada de la parte demandante, en los términos del poder a ella otorgado. RECONOCER 
personería a la Doctora Margarita Rosa Rojas Cortés, identificada con cédula de ciudadanía No. 
1.107.065.353 y portadora de la tarjeta profesional No. 250.777 del C.S de la J, como apoderada de la 
parte demandante, en los términos del poder a ella otorgado. Téngase presente que, no podrá actuar 
simultáneamente más de un apoderado, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 75 del C.G.P. 
 
 
Notifíquese y Cúmplase, 
 
 
MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
 

mailto:of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co


REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO DE CALI  
 

Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022) 
 
                                                                                                      Auto Interlocutorio No. 760 
 
Proceso No.:  76001-33-33-008-2022-00285-00 
Demandante:  Ana Felisa Martínez Marín 
Demandado: Fiscalía General de la Nación 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Laboral 
Asunto: Impedimento 
 
La señora Ana Felisa Martínez Marín, a través de apoderado judicial, instauran demanda de nulidad y 
restablecimiento del derecho de carácter laboral, contra la Fiscalía General de la Nación, con el fin de 
que se declare la nulidad del Oficio No. STH-31010-2317 del 9 de agosto de 2018, suscrito por la 
Subdirectora Regional de Apoyo del Pacífico de la Fiscalía General de la Nación y Resolución No. 
SRAP-31000-0744 del 22 de agosto de 2018 “Por medio de la cual se concede un recurso de 
apelación”. 

 

A título de restablecimiento del derecho, solicita se condene a la Fiscalía General de la Nación, a 
reconocer la bonificación judicial prevista en el Decreto 382 de 2013, como factor salarial para liquidar 
todas las prestaciones sociales devengadas y las que se causen a futuro y, en consecuencia, se 
pague el producto de la reliquidación de todas las prestaciones sociales debidamente indexadas. 
 

CONSIDERACIONES 
 

Una vez revisadas las pretensiones de la demanda, se evidencia la configuración de una de las 
causales de impedimento previstas en el Código General del Proceso para asumir el conocimiento de 
este proceso, de acuerdo al cambio jurisprudencial suscitado en el Consejo de Estado en Providencia 
del 2 de mayo de 20191, donde se definió lo siguiente: 
 

“…el medio de control de la referencia se orienta a obtener la anulación de los actos administrativos que 
negaron al accionante, en condición de fiscal delegado ante jueces del circuito, la reliquidación de sus 
prestaciones sociales con la inclusión de la bonificación judicial establecida en el artículo 1 del Decreto 382 
de 2013. 
 

De la lectura del libelo introductorio se observa que la totalidad de los magistrados del Tribunal 
Administrativo del Meta se halla incursa en causal de impedimento frente al medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho incoado por el accionante contra la Fiscalía General de la Nación, dado que 
les asiste interés directo en el resultado del proceso, por cuanto el Decreto 382 de 2013 (…) creó una 
bonificación judicial para algunos servidores de la Fiscalía a “quienes se aplica el régimen salarial y 
prestacional establecido en el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el Decreto 875 de 2012 y 
por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan”. 
 

Por su parte, se tiene que el citado Decreto 53 de 1993 fue expedido por el presidente de la República, “en 
uso de las facultades legales y en especial las conferidas por el artículo 14 de la Ley 4a. de 1992”, por ende, 
la bonificación judicial, sobre la cual gira el presente asunto, se correlaciona de manera directa con la Ley 4ª 
de 1992, particularmente con su artículo 14, que creó la prima especial del 30%; punto que cobra especial 
relevancia, dado que esta Corporación en diversos pronunciamientos ha encontrado fundadas 
manifestaciones de impedimento efectuadas por magistrados de tribunal, en asuntos en los que se discute 
el carácter salarial de la referida prestación para servidores de la Fiscalía General de la Nación. 
 

En el mismo sentido, con Auto de 10 de mayo de 20182, esta sección declaró su impedimento para tramitar 
el medio de control de nulidad simple incoado por el Sindicato de Trabajadores Comuneros (Sintranivelar), 
contra los artículos 1 (parcial) y 2 del Decreto 382 de 6 de marzo de 2013; en cuya oportunidad se discurrió: 

 

“…la totalidad del colectivo de magistrados integrantes de la sección segunda de esta Corporación está 
incursa en causal de impedimento frente al medio de control incoado por el demandante contra la Nación 
– Ministerios de Justicia y del Derecho y de Hacienda y Crédito Público y  Departamento Administrativo 
de la Función Pública, dado que las prestaciones reconocidas en el Decreto 382 de 2013, si bien se 
establecen en favor de servidores de la Fiscalía General de la Nación, presenta como fundamento 
jurídico la Ley 4ª de 1992, por ello, efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podría 
incidir de manera favorable e indirecta en los servidores adscritos a los despachos a nuestro cargo….” 

                                                 
1 Exp. 50001-23-33-000-2018-00381-01(1498-19) C.P. Carmelo Perdomo Cueter. 
2 Consejo de Estado, sección segunda, expediente 11001-03-24-000-2013-00472-00 (1893-2014), M. P. Carmelo Perdomo Cuéter. 



 

Posteriormente, la sección tercera de esta Colegiatura, mediante providencia de 19 de septiembre de 2018, 
declaró fundado el precitado impedimento. 
Así las cosas, al encontrarse dichos magistrados en tal situación, surge inhabilidad de carácter subjetivo que 
les impide conocer del medio de control y, por ende, resulta fundado apartarse de su conocimiento con el fin 
de garantizar la imparcialidad de la justicia, razón por la cual la Sala aceptará su impedimento…” 

 

Bajo esa perspectiva y teniendo en cuenta que lo pretendido por la parte demandante también es el 
reconocimiento de la bonificación judicial como factor salarial, a efectos de que se ordene la 
reliquidación de sus prestaciones sociales con base en dicho emolumento y la correspondiente 
indexación, es decir, que el asunto versa sobre la interpretación del régimen salarial que asimismo 
cobija a los Jueces encargados de dar solución a la controversia; esta Operadora Judicial acoge la 
nueva postura del Consejo de Estado. 
 

Por lo expuesto y con el fin de dar cumplimiento a las disposiciones que exigen se garantice la 
adecuada imparcialidad en los procedimientos jurisdiccionales, me declaro impedida para conocer del 
presente asunto, por estar inmersa en la causal prevista de recusación señalada en el numeral 1º del 
artículo 141 del CGP, por remisión del artículo 130 del CPACA, que dispone: 
 

“Artículo 141. Causales de Recusación. Son causales de recusación las siguientes:  
 

1. Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, segundo de afinidad o interés directo o indirecto en el proceso. (…)”. 

 

Finalmente, dado que la razón de impedimento aquí expresada comprende a los demás Jueces 
Administrativos en razón al régimen salarial y prestacional que nos rige, el Despacho con fundamento 
en el numeral 2 del artículo 131 del CPACA, ordenará remitir el presente asunto al Tribunal 
Administrativo del Valle del Cauca, para que, de aceptarse el impedimento, designe un Conjuez. 
 
Esto último, en atención a que si bien mediante el Acuerdo PCSJA22-11918 del 2 de febrero de 2022, 
el Consejo Superior de la Judicatura, creó un Juzgado Administrativo Transitorio para resolver este 
tipo de conflictos, a la fecha no fue prorrogado. 
 
Por lo anterior, el Despacho 

 

RESUELVE 
 

1. Declarar impedida a la Juez Octavo Oral Administrativo del Circuito de Cali, para conocer del 
presente asunto y estímese que el mismo comprende a todos los Jueces Administrativos, por las 
razones aquí expuestas. 

 

2. Remitir el presente medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Laboral, al 
Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, por los motivos expuestos de este proveído. 

 

3. Comunicar a la parte actora que el proceso fue enviado al Juzgado en cita. 
 

4. Anotar su salida en el módulo registro de actuaciones de SAMAI. 
 
 
Notifíquese y Cúmplase, 
 
 
 
MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 

Auto Sustanciación No. _593 
 

Medio de Control: REPARACIÓN DIRECTA  

Demandante: MARIA CONSUELO JARAMILLO MUÑOZ Y OTROS   

Demandado: INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO - INPEC 

Proceso No.:  76001-33-33-008-2019-00080-00 

Asunto: CONVOCA AUDIENCIA INICIAL  

 
CONSIDERACIONES 

 

Encontrándose el proceso pendiente para la realización de la audiencia inicial de que trata el artículo 
180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se hace necesario 
fijar fecha y hora para la realización de la misma, la cual, se llevará a cabo de manera virtual, a través 

de la aplicación “Lifesize”, de acuerdo con lo establecido por el Gobierno Nacional y el Consejo 
Superior de la Judicatura. 
 

Para llevar a cabo la audiencia se solicita a las partes que, antes del día señalado para ello, se aporte 
al correo electrónico del despacho of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, un documento con los 
anexos respectivos, en el que se indiquen los datos personales del abogado que asistirá a la audiencia, 
esto es, nombre, cédula de ciudadanía, tarjeta profesional, correo electrónico, número celular y en caso 
de acudir en calidad de abogado sustituto, el documento que así lo acredite. 
 

Para la conexión al aplicativo Lifesize”, se enviará un correo electrónico a la cuenta suministrada 
previamente con la respectiva invitación para unirse a la reunión; en el siguiente enlace podrá encontrar 
una presentación con el instructivo para preparar la misma https://etbcsj-
my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm08cali_cendoj_ramajudicial_gov_co/ESKnyTt-
GbFGqCORpLaRQs8BNlNwu_lWDfe3zC3GJAVa5w?e=fX5gSM  
 
Es importante señalar que, para facilitar la comunicación es necesario contar con cámara, micrófono y 
una conexión a internet estable, la cual puede ser proporcionada por los datos móviles a través de un 
teléfono inteligente, o  mediante una conexión por cable entre el modem y el computador que use para 
asistir a la audiencia; no se recomienda la conexión vía wifi, debido a la inestabilidad de esta red; sin 
embargo, en caso de sólo tener acceso mediante esta última, se recomienda no tener varios 
dispositivos simultáneamente. 
 

Así las cosas, el Despacho, 
 

 RESUELVE: 
 

1. SEÑALAR la hora de las _11:00 A.M. del día _16 de febrero de 2023_, para que tenga lugar la 
Audiencia Inicial, establecida en el artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 

 
2. TENER por contestada la demanda dentro del término legal concedido a la entidad demandada - 

INPEC. 
 
3. ADVERTIR que, el ÚNICO CANAL PARA RECIBO DE MEMORIALES DEL JUZGADO OCTAVO 

ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI, es el correo electrónico 
of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, al cual se deben enviar identificando la radicación 
completa del expediente, el medio de control, las partes y el asunto, SIN COPIA A LOS CORREOS 
ELECTRÓNICOS INSTITUCIONALES DE ESTE DESPACHO; los memoriales recibidos en otros 
buzones no serán tramitados. Las partes darán cumplimiento al numeral 14 del artículo 78 del 
Código General del Proceso, so pena de multa. 

 
Notifíquese,  

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 

mailto:of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm08cali_cendoj_ramajudicial_gov_co/ESKnyTt-GbFGqCORpLaRQs8BNlNwu_lWDfe3zC3GJAVa5w?e=fX5gSM
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm08cali_cendoj_ramajudicial_gov_co/ESKnyTt-GbFGqCORpLaRQs8BNlNwu_lWDfe3zC3GJAVa5w?e=fX5gSM
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:b:/g/personal/adm08cali_cendoj_ramajudicial_gov_co/ESKnyTt-GbFGqCORpLaRQs8BNlNwu_lWDfe3zC3GJAVa5w?e=fX5gSM
mailto:of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, quince (15) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 564 
 

Radicado: 76001-33-33-008-2021-00017-00 

Demandante: Sara Romero de López 

Demandado: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -UGPP- 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Laboral 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 17 
de noviembre de 2022, la entidad demandada -UGPP- presentó oportunamente 
recurso de APELACIÓN contra la sentencia condenatoria No. 165 del 8 de 
noviembre de 2022. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 



remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 
superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, las partes no solicitaron la realización de la audiencia de 
conciliación, ni allegaron fórmula conciliatoria. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que el recurso de apelación cumple con las 
exigencias consagradas en la norma transcrita, el Despacho remitirá el expediente 
al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandada, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley. 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de noviembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 599 
 

Radicado: 76001-33-33-008-2019-00154-00 

Demandante: Carlos Andrés Vásquez Córdova 

Demandado: Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN- 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Aduanero 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 17 
de noviembre de 2022, la entidad demandada -DIAN- presentó oportunamente 
recurso de APELACIÓN contra la sentencia condenatoria No. 161 del 1 de 
noviembre de 2022. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 



superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, las partes no solicitaron la realización de la audiencia de 
conciliación, ni allegaron fórmula conciliatoria. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que el recurso de apelación cumple con las 
exigencias consagradas en la norma transcrita, el Despacho remitirá el expediente 
al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandada, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley. 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, dieciséis (16) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 591 
 

Radicado: 76001-33-33-008-2021-00110-00 

Demandante: Marleny Morales Ramírez 

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional 

Medio de 
Control: 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Laboral 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 22 
de noviembre de 2022, la entidad demandada - NACIÓN – MINISTERIO DE 
DEFENSA – POLICÍA NACIONAL- presentó oportunamente recurso de 
APELACIÓN contra la sentencia condenatoria No. 169 del 9 de noviembre de 2022. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 



remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 
superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, las partes no solicitaron la realización de la audiencia de 
conciliación, ni allegaron fórmula conciliatoria. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que el recurso de apelación cumple con las 
exigencias consagradas en la norma transcrita, el Despacho remitirá el expediente 
al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandada, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley. 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 597  
 

Radicado: 76001-33-33-008-2018-00025-00 

Demandante: María Olaida Hurtado Palomino 

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional 

Medio de Control: Reparación Directa 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 9 de 
noviembre de 2022, la parte demandante presentó recurso de APELACIÓN contra 
la sentencia absolutoria No. 159 del 31 de octubre de 2022, encontrándose dentro 
del término legal y oportuno. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 



superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, el fallo fue de carácter absolutorio. 
 
Por tanto, teniendo en cuenta que el recurso de apelación presentado por la parte 
demandante cumple con las exigencias consagradas en la norma transcrita, el 
Despacho remitirá el expediente al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, dieciséis (16) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 589 
 

Radicado: 76001-33-33-008-2018-00227-00 

Demandante: Henry Fernando Murillo Arango 

Demandado: UAE Migración Colombia 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Laboral 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 24 
de octubre de 2022, la parte demandante presentó recurso de APELACIÓN contra 
la sentencia absolutoria No. 143 del 11 de octubre de 2022, encontrándose dentro 
del término legal y oportuno. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 



superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, el fallo fue de carácter absolutorio. 
 
Por tanto, teniendo en cuenta que el recurso de apelación presentado por la parte 
demandante cumple con las exigencias consagradas en la norma transcrita, el 
Despacho remitirá el expediente al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 

 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL  

 DEL CIRCUITO DE CALI  
 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022) 

Auto Interlocutorio No. 757 
 

Proceso No.:  76001-33-33-008-2022-00061-00 
Demandante:  Diana Alexandra Rodríguez Espinoza 
Demandado: Personería Distrital de Santiago de Cali 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Laboral 
Asunto:  Niega suspensión provisional del acto acusado 
 

 
Revisada la solicitud de medida provisional presentada por la extrema actora y, vencido el término de 
traslado otorgado a la contraparte procede este Despacho Judicial a resolver conforme a las siguientes 
consideraciones: 
 

I. ANTECEDENTES 
 
1.1. Hechos de la demanda  
 
Señala que la señora Diana Alexandra Rodríguez Espinosa fue nombrada por medio de la Resolución 
No. 026 del 14 de febrero de 2007 en el cargo de Personera Delegada, de libre nombramiento y 
remoción, Código 040, Grado 01; posesionándose en el cargo el día 15 de febrero de 2007. Dice que 
durante su vinculación como servidora pública cumplió a cabalidad con el propósito principal del cargo, 
con los criterios de desempeño, con los conocimientos básicos, de estudio y experiencia, conforme con 
el Manual de Funciones y Competencias contenido en la Resolución 004de 6 de enero de 2009.  
 
La Personería Distrital de Santiago de Cali por medio del Auto del 16 de marzo de 2021 ordenó la 
Apertura de Indagación Preliminar en contra de la demandante, por queja presentada por la señora 
Rosario Sánchez Galindo, quien manifestó haber sido víctima de una agresión por parte de ésta. 
 
A través de la Resolución No. 001 del 01 de septiembre de 2021 el Personero Auxiliar, el Dr. Juan 
Carlos Rojas Correa, falló en primera instancia el proceso disciplinario No.  003-2021, donde resolvió 
declarar probado y no desvirtuado el cargo endilgado de la señora Diana Alexandra Rodríguez 
Espinosa, declaró la responsabilidad disciplinaria de los hechos que se investigaron en el mismo 
proceso disciplinario, y la sancionó con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de dos (2) 
meses. 
 
En contra de dicha decisión interpuso y sustentó el recurso de apelación, no obstante, sin que se 
hubiese resuelto, se profirió la Resolución No. 031 del 18 de febrero de 2022, por medio de la cual se 
declara insubsistente el nombramiento de la funcionaria Diana Alexandra Rodríguez Espinosa, en el 
cargo de Personero Delegado, Código 040 Grado 01 de la Personería Distrital de Santiago de Cali. 
 
Alega la demandante que es víctima directa de acoso laboral por parte del Personero Distrital de 
Santiago de Cali y asegura que ha tenido múltiples padecimientos o patologías que le están generando 
Fuero de Salud por Estabilidad Laboral y Ocupacional Reforzada, en los términos de la Ley 361 de 
1997, las cuales reposan en las historias clínicas de las cuáles han tenido pleno conocimiento en la 
Personería Distrital de Santiago de Cali. 
 
1.2. Solicitud de la Medida Cautelar 
 

La parte demandante en el acápite del escrito de demanda, solicitó el decreto de la medida cautelar en 
los siguientes términos: 
 

“Conforme a lo establecido en el artículo 299 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 –Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, solicito que se decrete de 
manera concomitante con el auto que admita la demanda una medida cautelar, teniendo en 
cuenta lo expuesto en los hechos, pretensiones, fundamentos o razones de derecho y en virtud 
de las normas procesales, solicito: 



 
1.Suspender los efectos de la Resolución No. 031 del 18 de febrero de 2022, por medio de la  
cual  el  Personero  Distrital  de  Santiago  de  Cali  (E)  declara  insubsistente  el nombramiento  
de  Personero  Delegado  de  la  señora  Diana  Alexandra  Rodríguez Espinosa, Código 040 
Grado 01 de la Personería Distrital de Santiago de Cali. 
 
2.Ordenar al Personero del Distrito Especial de Santiago de Cali a reincorporar provisionalmente 
y sin solución de continuidad a la señora Diana Alexandra Rodríguez Espinosa en el cargo de 
Personero Delegado Código 040 Grado 01, u otro de igual o superior categoría, hasta tanto se 
resuelva de fondo el presente litigio mediante sentencia debidamente ejecutoriada. Por ende, 
con el respectivo pago de salarios y prestaciones sociales que está dejando de percibir.” 

 
1.3. Fundamento de la solicitud de la medida cautelar 
 
Adujo que la presente medida cautelar, es con la finalidad de garantizar con el restablecimiento del 
vínculo laboral que se sigan prestando los servicios médicos a ella, destacando que padece de múltiples 
patologías que atentan de manera grave su estado de salud, y con la declaratoria de insubsistencia se 
hace más grave su situación, por lo que considera que está amparada de la protección especial 
consagrado en la Ley 361 de  1997,  Ley  1145  de  2007,  Ley  1346  de  2009  y  la  Ley  1618  de  
2013. Señaló que la medida cautelar está debidamente sustentada, de conformidad con los artículos 
230 y 231 del CPACA.  
 
1.4. Posición de la Personería Distrital de Cali respecto de la medida cautelar solicitada 
 
El apoderado de la entidad señaló que la medida cautelar solicitada debe desestimarse porque el cargo 
de personero delegado es de libre nombramiento y remoción, lo que implica especial confianza en las 
funciones asignadas y que la declaratoria de insubsistencia la puede efectuar el nominador, en ejercicio 
de la facultad discrecional, mediante un acto no motivado, bajo el principio de presunción legal. 
 
Aclaró que el hecho de que la demandante atendiera sus deberes y observara un buen desempeño no 
le otorgaba fuero de estabilidad en el empleo, y no era óbice para que el nominador ejerciera la potestad 
de libre remoción del cargo, puesto que es un deber de todo servidor público “cumplir con diligencia, 
eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión 
que cause la suspensión o perturbación injustificada de un servicio esencial.” 
 
También señaló que conforme con la información que reposa en la historia laboral de la demandante 
se evidencia que tiene el título de administrador de negocios y que revisadas las profesiones que exige 
el manual de funciones vigente para el cargo de personero delegado, se observa que dicha profesión 
no se ajusta a las requeridas para ejercer el cargo de personero delegado, código 040, grado 01. 
 
Resaltó que no se acreditaba en este caso el perjuicio irremediable como requisito de la medida 
cautelar, explicando que, de acuerdo con las circunstancias fácticas expuestas por la demandante, no 
se presentan ninguno de los presupuestos de la Ley 361 de 1997, porque a su juicio las incapacidades 
de la actora son transitorias y producto de intervenciones quirúrgicas que tienen posible recuperación.  
 
Insistió en que, si bien se encuentra probadas condiciones de salud y patologías por la parte actora, no 
se acredita que estas causen de forma ineludible una situación de debilidad manifiesta, dado que la 
temporalidad de los tratamientos y operaciones son de junio y agosto de 2021 y distan de los hechos 
que menciona como la causa de su afectación, que son de febrero de 2022. 
 
Alegó que contrario a lo alegado por la demandante, la eventual sanción disciplinaria que pudo 
imponérsele, difiere de la declaratoria de insubsistencia, y que los argumentos expresados por ella no 
constituyen prueba ni motivos para concluir que exista desviación o abuso de poder de la autoridad 
nominadora. 
 
Finalmente puso de presente que la actora interpuso una acción de tutela en contra de la Personería 
Distrital de Santiago de Cali, la cual cursó en el Juzgado Treinta Civil Municipal de Cali, bajo el radicado 
No. 76001-4003-030-2022-00122-00, en la que solicitó al Juez Constitucional, el amparo de sus 
derechos fundamentales a la dignidad humana, al trabajo, a la igualdad, al debido proceso, al fuero de 
salud por estabilidad laboral y ocupacional reforzada, y al mínimo vital, en razón a la insubsistencia de 
su nombramiento. Adjuntó las sentencias por medio de las cuales se declaró improcedente la acción 
constitucional en primera y segunda instancia. 
 

II. CONSIDERACIONES 
 



La Ley 1437 de 2011, dispuso un capítulo exclusivo de medidas cautelares y señaló la competencia 
para decretar o negar las medidas cautelares en cabeza del juez. El artículo 229 del CPACA prevé: 
 

“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos declarativos que se adelanten 
ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del 
proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en 
providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, 
provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el 
presente capítulo. 
 

La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento (…)” 

 
Igualmente, el artículo 230 ibídem señala:  

 

“Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las medidas cautelares podrán ser 
preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con 
las pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente podrá decretar una o varias 
de las siguientes medidas: 
(…) 
 

2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de carácter contractual. A esta medida 
solo acudirá el Juez o Magistrado Ponente cuando no exista otra posibilidad de conjurar o superar la 
situación que dé lugar a su adopción y, en todo caso, en cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado 
Ponente indicará las condiciones o señalará las pautas que deba observar la parte demandada para que 
pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre la cual recaiga la medida. 
 

Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo (…)” 
 

Para decretar la medida cautelar necesariamente deben encontrase acreditados los siguientes 
requisitos: 
 
 

“Artículo 231. Requisito para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda la nulidad de un 
acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las 
disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando 
tal violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores 
invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá 
probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos.  

 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los siguientes 
requisitos:  
 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho.  
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del derecho o de los 
derechos invocados.  
 

3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos y justificaciones 
que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para 
el interés público negar la medida cautelar que concederla.  
 

4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones:  
 

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o  
 

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los efectos de la sentencia 
serían nugatorios.” 

 
Sobre el particular, el Consejo de Estado en providencia del 04 de octubre de 2012, expediente 2012-
00043-00, precisó lo siguiente: 
 

“…La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al respecto que: 1°) la 
procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un acto que se acusa de nulidad puede 
acontecer si la violación de las disposiciones invocadas, surge, es decir, aparece presente, desde esta 
instancia procesal –cuando el proceso apenas comienza–, como conclusión del: i) análisis del acto 
demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de 
las pruebas allegadas con la solicitud. 2°) La medida cautelar se debe solicitar, ya con fundamento en el 
mismo concepto de violación de la demanda, o ya en lo que el demandante sustente al respecto en escrito 
separado. 
 

Entonces, lo que en el nuevo Código representa variación significativa en la regulación de esta figura 
jurídico-procesal de la suspensión provisional de los efectos del acto administrativo acusado, con 
relación al estatuto anterior, radica en que ahora, la norma da apertura y autoriza al juez administrativo 
para que, a fin de que desde este momento procesal obtenga la percepción de que hay la violación 



normativa alegada, pueda: 1°) realizar análisis entre el acto y las normas invocadas como 
transgredidas, y 2°) estudie las pruebas allegadas con la solicitud.   
 

Ahora bien, según la Real Academia de la Lengua Española el término “surgir” (del latín surgëre), 
significa aparecer, manifestarse, brotar. 
 

En este punto esencial es donde radica la innovación de la regulación en el C.P.A.C.A. de esta 
institución de la suspensión provisional, pues la Sala recuerda que en el anterior C.C.A. –Decreto 01 
de 1984–, artículo 152, la procedencia de esta medida excepcional solicitada y sustentada de modo 
expreso en la demanda o en escrito separado, estaba sujeta o dependía de que la oposición o la 
contradicción del acto con las disposiciones invocadas como fundamento de la suspensión provisional 
fuera manifiesta, apreciada por confrontación directa con el acto o con documentos públicos 
aducidos con la solicitud. 
De las expresiones “manifiesta” y “confrontación directa” contenidas en el artículo 152 del Código 
Contencioso Administrativo, tradicionalmente la doctrina y la jurisprudencia dedujeron que la 
procedencia de esta figura excluía que el operador judicial pudiera incursionar en análisis o estudio, 
pues la transgresión por el acto de las normas en que debería fundarse, alegadas como sustento de 
la procedencia de la suspensión, debía aparecer prima facie, esto es, sin implicar estudio ni esfuerzo 
analítico alguno. 
 

Aunque la nueva regulación como ya se dijo permite que el juez previo a pronunciarse sobre la 
suspensión provisional lleve a cabo análisis de la sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre 
que ante el perentorio señalamiento del 2° inciso del artículo 229 del C.P.A.C.A. (Capítulo XI Medidas 
Cautelares – procedencia), conforme al cual “La decisión sobre la medida cautelar no implica 
prejuzgamiento”, es preciso entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a fin que 
el decreto de esta medida cautelar no signifique tomar partido definitivo en el juzgamiento del acto ni 
prive a la autoridad pública que lo produjo o al demandado (en el caso el elegido o el nombrado cuya 
designación se acusa), de que ejerzan su derecho de defensa y que para la decisión final se 
consideren sus argumentos y valoren sus medios de prueba”. 

 
La misma Corporación en providencia del 16 de mayo de 2014, expresó: 
 

“(…) El Juez puede adoptar la(s) medida(s) cautelar(es) que considere necesaria(s) para proteger y 
garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia. Las medidas 
anticipadas pueden ser solicitadas y decretadas en cualquier clase de proceso declarativo que se tramite 
en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, y ya no solo en los juicios de anulación de actos 
administrativos. El Juez podrá ordenarlas una vez presentada la demanda, en cualquier estado del 
proceso. La solicitud deberá estar sustentada por la parte y tener relación directa y necesaria con las 
pretensiones de la demanda. En las acciones populares y de tutela el Juez puede decretar de oficio las 
medidas cautelares. El Juez deberá motivar debidamente la medida. El decreto de medidas cautelares no 
constituye prejuzgamiento. Como la jurisprudencia ha resaltado, se trata de “una reforma sustancial, si se 
tiene en cuenta que (…) habilita al Juez a realizar un estudio no simplemente superficial de la solicitud de 
la medida sino que incluye la apreciación de las pruebas aportadas al efecto”. Esto, por cuanto en el 
marco de la nueva normatividad establecida en el CPACA, para la suspensión provisional se 
prescindió de la “manifiesta infracción” hasta allí vigente, lo cual se ha interpretado en el sentido 
que “la nueva normativa presenta una variación significativa en la regulación de esta figura, por 
cuanto la norma obliga al Juez administrativo a realizar el análisis entre el acto y las normas 
invocadas como transgredidas y a estudiar las pruebas allegadas con la solicitud””1. (Se destaca). 

 

Como se puede observar, la medida cautelar de suspensión provisional es una actuación de carácter 
material, como quiera que con su decreto se suspenden de forma previa los atributos de fuerza 
ejecutiva y ejecutoria del acto administrativo, con la finalidad de proteger el ordenamiento jurídico que 
se puede ver conculcado con la aplicación o concreción del acto administrativo cuya constitucionalidad 
o legalidad se cuestiona, a fin de precaver de una vez los efectos nocivos del mismo y salvaguardar los 
de la sentencia2. 
 

De esta manera, lo que pretendió la Ley 1437 de 2011 con la figura de la suspensión provisional, fue 
que el Juez pudiera realizar el estudio de la procedencia de la violación normativa alegada, mediante 
el análisis entre el acto y las normas invocadas como transgredidas, así como estudiar las pruebas 
allegadas con la solicitud de suspensión provisional. 
 

CASO CONCRETO 
 

Bajo el marco normativo y conceptual antes señalado, debemos entrar a analizar si en el sub judice 
resulta procedente decretar la medida cautelar solicitada, verificando los presupuestos señalados en el 
CPACA. 
 

                                                 
1 Consejo de Estado, Sección Primera, radicación No. 11001-03-24-000-2013-00441-00 del 16 de mayo de 2014, Consejero 
Ponente Dr. Guillermo Vargas Ayala. 
2 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo; Sección 3a; Subsección “C” C.P. Enrique Gil Botero; providencia 
del 19/05/11; Rad. 11001-03-26-000-2011-00021-00(40796) Rad. 20001-33-33-006-2012-00273-00.  



En el presente asunto, se pretende que se suspendan los efectos de la Resolución No. 031 del 18 de 
febrero de 2022, por medio de la cual el Personero Distrital de Santiago de Cali, declaró  insubsistente  
el nombramiento  de  Personero  Delegado  de  la  señora  Diana  Alexandra  Rodríguez Espinosa, 
Código 040 Grado 01 de la Personería Distrital de Santiago de Cali y que se ordene su reincorporación 
en el mismo cargo o en otro de igual o superior categoría, hasta tanto se resuelva de fondo del presente 
litigio. 
 
Del escrito de la demanda se evidencia que la actora respalda su solicitud argumentando que se 
encuentra amparada por el fuero de estabilidad laboral reforzada en los términos de la Ley 361 de 
1997, sin perjuicio de los demás aspectos, como son: que el acto administrativo fue proferido con falsa 
motivación, que se realizaron modificaciones en la nómina de la entidad accionada dentro de las 
restricciones por la ley de garantías electorales, que existió violación al debido proceso y contradicción 
en el proceso disciplinario que se adelanta en su contra por hechos que son ajenos a la prestación del 
servicio como Personera Delegada. 
 
Específicamente para sustentar la estabilidad laboral reforzada relacionó diferentes atenciones 
médicas recibidas en la Fundación Clínica Valle del Lili, en noviembre de 2012 por dolor abdominal 
generalizado, y desde 18 de abril de 2020 hasta noviembre de 2021, con diagnósticos relacionados 
con obstrucción intestinal y trastorno de ansiedad. En la misma institución también indica que ha sido 
valorada por psiquiatría y que le diagnosticaron “Trastornos Afectivo Bipolar, Episodio MIX TO 
Presente, otros trastornos de ansiedad especificados OS, Trastornos de la ingestión de alimentos no 
especificado, y trastornos de la personalidad emocionalmente inestable.” Así mismo, relacionó unas 
atenciones médicas en el Centro Médico Imbanaco desde junio de 2020 hasta febrero de 2021, también 
por diagnósticos de obstrucción abdominal, y consultas por cirugía gastrointestinal. Mencionó que por 
órdenes médicas tiene un tratamiento semanal para el suministro de hierro porque tiene un diagnóstico 
de Anemia Ferropénica. 
 
Frente a lo anterior es oportuno recurrir a la sentencia de la Sección Quinta (5ª) del Consejo de Estado, 
pues en ella se resalta uno de los principios que debe observar el juez, cuando realice el estudio sobre 
la pertinencia o no de decretar la medida cautelar, veamos:  
  

“Ahora bien, no obstante que la nueva regulación como ya se dijo permite que el juez previo a pronunciarse 
sobre la suspensión provisional lleve a cabo análisis de la sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre 
que ante el perentorio señalamiento del 2° inciso del artículo 229 del CPACA (Capítulo XI Medidas Cautelares- 
procedencia), conforme al cual: “La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”, es preciso 
entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a fin que el decreto de esta medida cautelar no 
signifique tomar partido definitivo en el juzgamiento del acto ni prive a la autoridad pública que lo produjo o al 
demandado (…), de que ejerzan su derecho de defensa y que para la decisión final se consideren sus 
argumentos y valoren sus medios de prueba.”3 

  

De conformidad con lo mencionado, a pesar que en esta etapa procesal se le permite al juez realizar 
un análisis de los argumentos expuestos por la demandante y contrastarlos con las normas que aduce 
vulneradas e inclusive examinar pruebas obrantes en el expediente para decidir la solicitud de  
suspensión provisional, no puede tampoco el juzgador, adelantar juicios de valor sin tener los elementos 
probatorios necesarios en esta etapa procesal, de ser así conllevaría en esta etapa imberbe del 
proceso, a sacar conclusiones determinantes con las que prácticamente perfilaría su decisión final, 
cuando aún falta agotar etapas tan importantes como la probatoria y la de alegaciones finales.  
 

En efecto, para establecer la presunta vulneración de las normas citadas, es necesario hacer uso de 
otros elementos normativos y fácticos diferentes a los invocados en la solicitud, lo que rebasa la 
naturaleza de la suspensión provisional, pues implica un examen de fondo de tipo probatorio, legal y 
jurisprudencial que no es propio de esta etapa procesal, además de confrontar todo el procedimiento 
adelantado por la entidad demandada, contra las normas que se supone se deben aplicar, es decir que, 
se requiere del análisis profundo señalado en precedencia lo que para el Despacho impediría por ahora 
consolidar una presunción de buen derecho (fomus boni iuris), exigencia legal para decretar la cautela. 
 
 

Con relación al estudio somero sobre el tema, es necesario traer como aspecto relevante que el cargo 
que ostentaba la que funge hoy como demandante es de libre nombramiento y remoción, lo cual genera 
que la vinculación se da en razón a  la confianza que tiene el nominador en el profesional que ejecuta 
la labor a realizar, esto per se indica que la desvinculación del cargo normalmente no requeriría 
motivación alguna, pues se entiende que si esta confianza se ve afectada, es factible prescindir de los 
servicios de la persona, todo en procura del buen servicio, ya adentrándose en la parte probatoria si 
sería necesario verificar si existiera motivos ocultos o motivaciones falsas que llevaron a adoptar la 
determinación, lo cual indudablemente debe estar antecedido del estudio  probatorio necesario; en 

                                                 
3  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta (5ª). Bogotá, trece (13) de  septiembre de dos 
mil doce (2012). Radicado número: 11001-03-28-000-2012-00042-00. Consejera  Ponente: Susana Buitrago Valencia. 



cuanto a las afectaciones de salud que tiene la accionante, en lo obrante, no se observa que exista 
enfermedad que de alguna forma pudiera otorgar estabilidad alguna, o fuero en cuanto a su 
inamovilidad, pues ello viene no desde la situación actual sino en razón del vínculo con la entidad, sean 
éstas personas en las siguientes situaciones: mujeres embarazadas, las personas en situación de 
discapacidad o en condición de debilidad manifiesta por motivos de salud, los aforados sindicales y las 
madres y padres cabezas de familia, igualmente las personas que pertenecen al llamado reten social, 
es decir próximos a pensionarse, en igual sentido el hecho de cumplir de forma aceptable o buena, aún 
excelente  con el servicio encomendado, no es garantía de estabilidad, pues esto deviene como ya se 
dijo, del tipo de vinculación con la administración. 
 
 

Por tanto, el escenario propio para definir si existe o no la nulidad que se invoca, deberá estar anticipado 
del examen crítico, armónico y coordinado de la normatividad, así como de un riguroso análisis de los 
de medios probatorios, el cual se verá reflejado en la sentencia con la cual se finalice el proceso, si 
fuere procedente. 
 
 

Así las cosas, el Despacho considera que, en esta etapa inicial del proceso, no es factible suspender 
los efectos de los actos administrativos acusados -que gozan de presunción de legalidad-, en tanto, al 
confrontar su contenido con las disposiciones que se reputan vulneradas y sin que existan elementos 
de prueba que desvirtúen lo que allí se planteó, será el decurso normal del proceso el que permitirá 
determinar si hay lugar a declarar su nulidad.  
 
Así las cosas, se negará la suspensión provisional solicitada. La anterior decisión no implica 
prejuzgamiento y se reitera, que el presente proveído no será una limitante para interpretar o concluir 
algo diferente al momento de desatar de fondo el asunto, si a ello hubiere lugar. 
 
 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali,  
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: NEGAR la medida cautelar solicitada por la parte actora, por las razones expuestas.  
 

SEGUNDO: Una vez en firme esta providencia, continúese con el trámite del presente proceso 
 

TERCERO: RECONOCER personería amplia y suficiente al abogado EDISSON JULIAN URREA 
SANCHEZ, identificado con c.c. No. 16.932.664 y portador de la T.P No. 157.002del Consejo Superior 
de la Judicatura para actuar dentro del presente proceso en representación de la parte demandada, en 
los términos del poder conferido.   
 
Notifíquese y Cúmplase, 
 
 
MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza  



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  

ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No.602  
 

Radicado: 76001-33-33-008-2018-00101-00 

Demandante: Martiniano Becerra Acosta y otros 

Demandado: Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, Fiscalía General de la Nación 

Medio de Control: Reparación Directa 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 8 de 
noviembre de 2022, la parte demandante presentó recurso de APELACIÓN contra 
la sentencia absolutoria No. 149 del 21 de octubre de 2022, encontrándose dentro 
del término legal y oportuno. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 



remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 
superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, el fallo fue de carácter absolutorio. 
 
Por tanto, teniendo en cuenta que el recurso de apelación presentado por la parte 
demandante cumple con las exigencias consagradas en la norma transcrita, el 
Despacho remitirá el expediente al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 

 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No.598 
 

Radicado: 76001-33-33-008-2018-00264-00 

Demandante: Caja de Compensación Familiar  

Demandado: Municipio de Cali – Secretaría de Hacienda  

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Tributario 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 18 
de octubre de 2022, la entidad demandada -MUNICIPIO DE CALI – SECRETARÍA 
DE HACIENDA- presentó oportunamente recurso de APELACIÓN contra la 
sentencia condenatoria No. 138 del 7 de octubre de 2022. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 



superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, las partes no solicitaron la realización de la audiencia de 
conciliación, ni allegaron fórmula conciliatoria. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que el recurso de apelación cumple con las 
exigencias consagradas en la norma transcrita, el Despacho remitirá el expediente 
al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandada, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley. 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 

 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                  

ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 600  
 

Radicado: 76001-33-33-008-2021-00156-00 

Demandantes: Freddy Hernando Maturana Delgado 

Demandados: Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio -FOMAG-, Distrito 
Especial de Santiago de Cali 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Laboral 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 15 
de noviembre de 2022, la parte demandada -DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO 
DE CALI- presentó recurso de APELACIÓN contra la sentencia No. 152 del 24 de 
octubre de 2022, encontrándose dentro del término legal y oportuno. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 



3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 
superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, las partes no solicitaron la realización de la audiencia de 
conciliación, ni allegaron fórmula conciliatoria. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que el recurso de apelación cumple con las 
exigencias consagradas en la norma transcrita, el Despacho remitirá el expediente 
al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandada -DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI-, conforme a lo 
mencionado en la parte motiva de este proveído, por encontrarse dentro del término 
señalado por la Ley. 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, quince (15) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 568  
 

Radicado: 76001-33-33-008-2016-00123-00 

Demandante: José Bolívar Valencia y otros 

Demandado: Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Clínica 
de la Visión S.A.S.  

Medio de Control: Reparación Directa 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 24 
de noviembre de 2022, la parte demandante presentó recurso de APELACIÓN 
contra la sentencia absolutoria No. 164 del 8 de noviembre de 2022, encontrándose 
dentro del término legal y oportuno. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 



remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 
superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, el fallo fue de carácter absolutorio. 
 
Por tanto, teniendo en cuenta que el recurso de apelación presentado por la parte 
demandante cumple con las exigencias consagradas en la norma transcrita, el 
Despacho remitirá el expediente al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 

 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL  

 DEL CIRCUITO DE CALI  
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto Interlocutorio No. _762 
 

Proceso No.:  76001-33-33-008-2021-00179-00 
Demandante:  Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones 
Demandado:  Arnobio Gómez Mafla 
Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho (Lesividad) 
Asunto:  Resuelve Medida Cautelar 
 
Procede el Despacho a resolver la solicitud de medida cautelar efectuada por la apoderada judicial de 
la parte actora. 
 

ANTECEDENTES 
 

1.1. Solicitud de la Medida Cautelar. 
 

La Apoderada Judicial de la parte demandante, en los términos de los artículos 229 y 230 del 
CPACA, solicitó la suspensión provisional de la Resolución No. 100492 del 13 de febrero de 2012 
“Por medio de la cual se resuelve una solicitud de prestaciones económicas en el Régimen Solidario 
de Prima Media con Prestación Definida del Sistema General de Pensiones”, argumentando que, una 
vez revisada la historia laboral del señor Arnobio, se pudo constatar que para la liquidación de la 
mesada pensional la totalidad de semanas cotizadas es 1.422 y no 1.407 semanas.  
 
Explicó que, al reliquidarse correctamente la prestación, se evidenció que el valor a pagar por 
concepto de pensión de vejez al año 2021 debía ser de $1.379.275 lo cual es inferior a la suma que 
viene percibiendo en nómina de pensionados el señor Arnobio Gómez en ese mismo año por 
$1.399.051, resultando lesivo el acto administrativo acusado. 
 
1.2. Posición del Demandado respecto de la medida cautelar. 
 
La curadora ad litem designada por el Despacho descorrió el traslado medida cautelar, oponiéndose 
a la misma, argumentando que, en este caso, no se cumplen los presupuestos establecidos en el 
artículo 231 del CPACA, y que del análisis del acto demandado no surge la vulneración invocada ni 
de las pruebas allegadas se infiere aquello. 
 
Indica que, omite la parte demandante el hecho de que los actos de reconocimiento y pago de 
pensión de vejez se encuentran investidos de protección especial debido a que, como en el caso 
presente, se relaciona directa y proporcionalmente con la protección de los derechos fundamentales a 
la vida, mínimo vital, dignidad humana, confianza legítima, buena fe, debido proceso, salud, 
seguridad social e igualdad, que serían vulnerados frente a una situación de suspensión del acto 
administrativo primigenio de reconocimiento. 
 

CONSIDERACIONES 
 

Con relación a la procedencia, contenido, alcance y requisitos para para decretar o negar las medidas 
cautelares, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, prevé: 

 

“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos declarativos que se adelanten 
ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demandan o en cualquier estado del 
proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en 
providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, 
provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el 
presente capítulo. 
 

La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento (…)” 
 

Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las medidas cautelares podrán ser 
preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con 



las pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente podrá decretar una o varias 
de las siguientes medidas: 
 

(…) 3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo (…)” 
 

Artículo 231. Requisito para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda la nulidad de un acto 
administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones 
invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del 
análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del 
estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento 
del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los 
mismos.  
 

En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los siguientes requisitos:  
 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho.  
 

2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del derecho o de los 
derechos invocados.  
 

3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos y justificaciones que 
permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el 
interés público negar la medida cautelar que concederla.  
 

4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones:  
 

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o  
 

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los efectos de la sentencia 
serían nugatorios.” 

 
Conforme a lo expuesto, es claro que la procedencia de la suspensión provisional de los efectos de 
un acto que se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las disposiciones invocadas, 
surge, es decir, aparece presente, desde esta instancia procesal –cuando el proceso apenas 
comienza–, como conclusión del: i) análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 
 
Por ende, la medida cautelar de suspensión provisional es una actuación de carácter material, como 
quiera que, con el decreto de aquella, se suspenden de forma previa los atributos de fuerza ejecutiva 
y ejecutoria del acto administrativo, con la finalidad de proteger el ordenamiento jurídico que se puede 
ver conculcado con la aplicación o concreción del acto administrativo cuya constitucionalidad o 
legalidad se cuestiona a fin de precaver de una vez los efectos nocivos del mismo y salvaguardar los 
de la Sentencia1. 
 
De esta manera, lo que pretendió la Ley 1437 de 2011, con la figura de la suspensión provisional, fue 
que el Juez pudiera realizar el estudio de la procedencia de la violación normativa alegada, realizando 
un análisis entre el acto y las normas invocadas como transgredidas, así como poder estudiar las 
pruebas allegadas con la solicitud de suspensión provisional. 
 
Bajo el marco normativo y conceptual antes señalado, debemos entrar a analizar si en el sub judice 
resulta procedente decretar la medida cautelar solicitada, verificando los presupuestos señalados en 
el CPACA, así: 
 

CASO CONCRETO 
 
Una vez revisada la solicitud de medida cautelar, se observa que la parte actora justifica la 
suspensión provisional de la Resolución No. 100492 del 13 de febrero de 2012, en la vulneración 
de la las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003. 
 
En síntesis, la infracción legal que se aduce dentro del contenido del acto acusado, es la indebida 
liquidación de la pensión del señor Arnobio Gómez Mafla, por aumento de semanas de cotización que 
no fueron tenidas en cuenta, las cuales al incluirse arrojan como resultado una mesada pensional 
inferior a la reconocida, con lo cual se genera un perjuicio inminente a la estabilidad financiera del 
Sistema General de Pensiones ante la continuidad de pago de una prestación mayor a la que 
inicialmente se debió reconocer. 
 
Bajo ese contexto, advierte el Despacho que, con la simple contrastación de las normas invocadas 
como vulneradas, los argumentos que fundamentan la solicitud de suspensión provisional del acto 
demandado y las pruebas allegadas al plenario, no es procedente cesar los efectos de la Resolución 

                                                 
1 Consejo de Estado¸ Sección Tercera, C.P. Enrique Gil Botero; providencia del 19/05/11; Rad. 11001-03-26-000-2011-00021-00(40796) Rad. 20001-33-33-
006-2012-00273-00.  



No. 100492 del 13 de febrero de 2012, ante la imposibilidad de determinar anticipadamente y sin el 
debate probatorio, que Colpensiones se encuentra relevada de sufragar la contingencia por vejez de 
la demandada en la forma en la que fue reconocida. 
 
Esto por cuanto, cualquier apreciación relacionada con el valor de la mesada pensional del señor 
Arnobio Gómez Mafla debe ser objeto de prueba dentro del debate procesal, ya que, es necesario (i) 
establecer las cotizaciones realizadas al Sistema Pensional y (ii) verificar las liquidaciones realizadas 
por Colpensiones; situación que no resulta oportuna en esta fase del proceso por conllevar un análisis 
y valoración probatoria que a todas luces es prematura en esta oportunidad. 
 
En ese sentido, el escenario propio para definir si existe o no la nulidad que se invoca, deberá estar 
anticipado del examen armónico y coordinado de la normatividad, así como de un riguroso análisis de 
los medios probatorios, el cual se verá reflejado en la sentencia con la cual se finalice el proceso. 
 
Además, la medida cautelar solicitada es del mismo tenor que las pretensiones deprecadas en el 
libelo demandatorio, lo que implica que por vía de la adopción de medida cautelar se pretende 
adelantar íntegramente la satisfacción de las pretensiones de condena del medio de control, situación 
que desnaturaliza este instrumento procesal. 
 
Sumado a lo expuesto en precedencia y realizando un juicio de ponderación de intereses, se 
evidencia que, la medida cautelar en la forma solicitada no responde positivamente a un juicio de 
proporcionalidad y razonabilidad, en tanto que, la pensión demandada es por concepto de vejez, lo 
que hace suponer que el señor Arnobio Gómez Mafla suple sus necesidades con dicha prestación, de 
modo que suspenderla le implicaría graves consecuencias.  
 
En efecto, este Juzgado no puede perder de vista que de decretarse la suspensión del acto acusado 
se afectará de manera ineludible los derechos fundamentales de la demandada, puesto que quedaría 
desprotegido en su contingencia de vejez, la cual hasta este momento procesal ostenta la calidad de 
un derecho adquirido y, en consecuencia, la suspensión podría resultar más gravosa para el extremo 
pasivo.  
 
Dadas las anteriores circunstancias, se negará la suspensión provisional solicitada por la parte 
demandante, pues será en la sentencia en donde se defina si el acto acusado, debe retirarse 
parcialmente del ordenamiento jurídico, por ser violatorio de las normas invocadas. 
 
La anterior conclusión no implica prejuzgamiento. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Octavo Administrativo Oral del Circuito Judicial de Cali,  

 

RESUELVE 
 

PRIMERO: NEGAR la medida de suspensión provisional de la Resolución No. 100492 del 13 de 
febrero de 2012 “Por medio de la cual se resuelve una solicitud de prestaciones económicas en el 
Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida del Sistema General de Pensiones”, 
solicitada por la apoderada judicial de la parte actora, según lo expuesto en la parte considerativa de 
este proveído. 
 
SEGUNDO: ADVERTIR que, el ÚNICO CANAL PARA RECIBO DE MEMORIALES DEL JUZGADO 
OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI, es el correo electrónico 
of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co, al cual se deben enviar identificando la radicación completa 
del expediente, el medio de control, las partes y el asunto, SIN COPIA A LOS CORREOS 
ELECTRÓNICOS INSTITUCIONALES DE ESTE DESPACHO. 
 
TERCERO: Una vez en firme esta providencia, continúese con el trámite del presente proceso 
 
 
 
 
Notifíquese y Cúmplase, 
 
 
 
 
MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 

mailto:of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 596 
 
 

Radicado 76001-33-33-008-2017-00136-00 

Demandante Eiyeri Sánchez Escobar y otros 

Demandado Hospital Municipal Benjamín Barney Gasca E.S.E.  

Llamado en garantía La Previsora Compañía de Seguros 

Medio de Control Reparación Directa 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
 
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 21 y 
25 de octubre de 2022, la llamada en garantía -PREVISORA COMPAÑÍA DE 
SEGUROS- y la entidad demandada -HOSPITAL MUNICIPAL BENJAMÍN BARNEY 
GASCA E.S.E-, respectivamente, presentaron oportunamente recurso de 
APELACIÓN contra la sentencia condenatoria No. 140 del 10 de octubre de 2022. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  



 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 
superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, las partes no solicitaron la realización de la audiencia de 
conciliación, ni allegaron fórmula conciliatoria. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que el recurso de apelación cumple con las 
exigencias consagradas en la norma transcrita, el Despacho remitirá el expediente 
al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la llamada en 
garantía y la parte demandada, conforme a lo mencionado en la parte motiva de 
este proveído, por encontrarse dentro del término señalado por la Ley. 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, quince (15) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 566 
 

Radicado: 76001-33-33-008-2020-00098-00 

Demandante: Mary Restrepo de Quinchia 

Demandado: Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN- 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Laboral 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 16 
de noviembre de 2022, la parte demandante presentó recurso de APELACIÓN 
contra la sentencia absolutoria No. 166 del 8 de noviembre de 2022, encontrándose 
dentro del término legal y oportuno. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 



superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, el fallo fue de carácter absolutorio. 
 
Por tanto, teniendo en cuenta que el recurso de apelación presentado por la parte 
demandante cumple con las exigencias consagradas en la norma transcrita, el 
Despacho remitirá el expediente al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 

 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, quince (15) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 566 
 

Radicado: 76001-33-33-008-2020-00098-00 

Demandante: Mary Restrepo de Quinchia 

Demandado: Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN- 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Laboral 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 16 
de noviembre de 2022, la parte demandante presentó recurso de APELACIÓN 
contra la sentencia absolutoria No. 166 del 8 de noviembre de 2022, encontrándose 
dentro del término legal y oportuno. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 



superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, el fallo fue de carácter absolutorio. 
 
Por tanto, teniendo en cuenta que el recurso de apelación presentado por la parte 
demandante cumple con las exigencias consagradas en la norma transcrita, el 
Despacho remitirá el expediente al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, dieciséis (16) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 590 
 

Radicado: 76001-33-33-008-2019-00286-00 

Demandante: Diana Isabel Muñoz Valencia y otros 

Demandado: Nación – Rama Judicial – Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, Fiscalía General de la Nación, 
Ministerio de Defensa – Policía Nacional 

Medio de Control: Reparación Directa 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 4 de 
noviembre de 2022, la parte demandante presentó recurso de APELACIÓN contra 
la sentencia absolutoria No. 151 del 24 de octubre de 2022, encontrándose dentro 
del término legal y oportuno. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  

 



3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 
superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, el fallo fue de carácter absolutorio. 
 
Por tanto, teniendo en cuenta que el recurso de apelación presentado por la parte 
demandante cumple con las exigencias consagradas en la norma transcrita, el 
Despacho remitirá el expediente al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 
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ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022). 
 

Auto de Sustanciación No. 601  
 

Radicado: 76001-33-33-008-2017-00301-00 

Demandantes: Jhon Fredy Rodríguez García y otros 

Demandados: Distrito Especial de Santiago de Cali, Empresas Municipales 
de Cali -EMCALI- 

Llamados en 
garantía: 

Allianz Seguros S.A., Mapfre Seguros Generales de 
Colombia, Axa Colpatria Seguros S.A., La Previsora S.A., 
Zurich Colombia Seguros S.A. 

Medio de Control: Reparación Directa 

Asunto: Concede recurso de apelación 

  
Verificada la constancia secretarial que antecede, observa el Despacho que el 10 
de noviembre de 2022, la parte demandante presentó recurso de APELACIÓN 
contra la sentencia absolutoria No. 155 del 26 de octubre de 2022, encontrándose 
dentro del término legal y oportuno. 
 
Respecto del recurso de apelación contra sentencias, el artículo 247 del CPACA, 
modificado por la Ley 2080 de 2021, dispone:  
 

“Artículo 247. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. 
El recurso de apelación contra las sentencias proferidas en primera 
instancia se tramitará de acuerdo con el siguiente procedimiento:  
 

1. El recurso deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad 
que profirió la providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su 
notificación. Este término también aplica para las sentencias dictadas 
en audiencia.  

 
2. Cuando el fallo de primera instancia sea de carácter 
condenatorio, total o parcialmente, y contra este se interponga el 
recurso de apelación, el juez o magistrado ponente citará a audiencia 
de conciliación que deberá celebrarse antes de resolverse sobre la 
concesión del recurso, siempre y cuando las partes de común acuerdo 
soliciten su realización y propongan fórmula conciliatoria.  



 
3. Si el recurso fue sustentado oportunamente y reúne los demás 
requisitos legales, se concederá mediante auto en el que se dispondrá 
remitir el expediente al superior. Recibido el expediente por el 
superior, este decidirá sobre su admisión si encuentra reunidos los 
requisitos…”  

 
En el presente asunto, el fallo fue de carácter absolutorio. 
 
Por tanto, teniendo en cuenta que el recurso de apelación presentado por la parte 
demandante cumple con las exigencias consagradas en la norma transcrita, el 
Despacho remitirá el expediente al superior para lo de su cargo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas el Juzgado, 
 

DISPONE 
 
PRIMERO: CONCEDER el recurso de apelación interpuesto por la parte 
demandante, conforme a lo mencionado en la parte motiva de este proveído, por 
encontrarse dentro del término señalado por la Ley 
 
SEGUNDO: Remítase al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca el presente 
proceso, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 247 de la Ley 1437 de 2011.   
 
Notifíquese, 
 
 

MÓNICA LONDOÑO FORERO 
Jueza 

 
 


